	Fecha
	27 de diciembre de 1985
	 Sesión número
	111

	Motivo: Hábeas Corpus.

	Recurrente: Carlos Bolaños Céspedes.

	Recurrido: Dirección de Inteligencia y Seguridad y Director General de Migración y Extranjería.

	Objeto del recurso: El recurrente reclama detención e inminente deportación del tutelado.

	Respuesta del recurrido: La Dirección de Inteligencia y Seguridad informa que el tutelado fue detenido el dieciocho de diciembre, con posterioridad al receso del juicio penal seguido contra Gregorio Jiménez; que la detención se ordenó como medida preventiva, por cuanto Mendoza se encontraba en actitud sospechosa, junto con otros extranjeros; y que se dispuso remitirlo a la Dirección de Migración, pues durante la investigación se logró comprobar que está muy vinculado con el Frente Sandinista de Liberación Nacional y ha recibido entrenamiento en Managua. El Director General de Migración y Extranjería indica que mediante resolución N° 2333-85 del 20 de diciembre en curso, la Dirección a su cargo canceló el permiso temporal de estudiante concedido al señor Mendoza Vidaurre, quien ha ingresado varias veces al país con visa de turista, para luego dirigirse a Managua por Peñas Blancas, lo que demuestra que su intención no es la de permanecer como estudiante; que se determinó que está identificado con los movimientos revolucionarios de Centro América, y que los constantes viajes que realiza a Managua lo son para participar en actividades de solidaridad con ese movimientos.

	Parte dispositiva
	Declarar con lugar el recurso, cancelar la orden de expulsión y detención, y ordenar que se ponga en libertad al detenido René Mendoza Vicaurre o Vidaurre, si otros motivos no lo impidieren. Lo anterior por cuanto el tutelado está en Costa Rica al amparo de un permiso temporal de residencia como estudiante, que le otorga derecho para permanecer en el territorio nacional, mientras ese permiso no expire o no sea cancelado en debida forma. El Reglamento General de Visas, N° 12.093 de 4 de agosto de 1981, dispone, en el artículo 21, que "Esta calidad migratoria (la de estudiante) podrá ser cancelada por el Consejo Nacional de Migración cuando, mediante información que levantará la Dirección General con audiencia del interesado, aquel considere que el extranjero ha demostrado con su conducta falta de propósito o de interés en terminar sus estudios o de obtener su título profesional o académico". El permiso concedido a Mendoza fue cancelado sin el trámite de audiencia que exige aquella norma reglamentaria; de modo que si el artículo 21 fuera aplicable en el presente caso, la falta de esa audiencia bastaría para considerar que es ilegítima la actuación de las autoridades administrativas, y así habría que resolverlo sin otro examen del asunto. La cancelación no se produjo por ningún hecho que tenga que ver con el comportamiento de Mendoza como estudiante, sino por causa relacionadas con la seguridad nacional y las actividades de tipo revolucionario que se atribuyen a esa persona. De suerte que la cancelación del permiso de residencia no se apoya en los motivos a que se refiere el artículo 21 del Reglamento. Los Magistrados Arroyo, Cervantes, Cob, Ching, Carvajal y Ramírez votaron por denegar el hábeas corpus, pues consideran que sí existió motivo suficiente para cancelar el permiso temporal de residencia.




Nº 111
SesióN EXTRAoRDINARIA de Corte Plena celebrada a las diez horas y treinta minutos del veintisiete de diciembre de mil novecientos ochenta y cinco, con asistencia inicial de los Magistrados Odio, (Presidente); Coto, Arroyo, Cervantes, Vallejo, Chacón, Arias, Cob, Ching, Carvajal, Saborío, Ramírez y el Suplente licenciado Francisco Chamberlain Trejos, en sustitución de la Magistrada Guzmán quien disfruta de permiso.
Artículo I
En escrito recibido el diecinueve del corriente mes de diciembre, el licenciado Carlos Bolaños Céspedes planteó un recurso de hábeas corpus en favor de Rene Mendoza Vicaurre, de quien dice fue detenido el día anterior por oficiales de la Dirección de Inteligencia y Seguridad (D.I.S.), cuando transitaba en una vía de San José, sin que hasta el momento se tenga noticia de que en contra del señor Mendoza se instruya causa alguna por autoridad competente. El licenciado Bolaños agrega que interpone el recurso por considerar que existe privación ilegítima de la libertad, y manifiesta que el señor Mendoza es mayor, soltero, peruano, con carné de la Universidad de Costa Rica.

Solicitado el correspondiente informe a la Dirección de Inteligencia y Seguridad, lo rindió el Jefe de Operaciones de esa dependencia, señor Enrique González Ch., quien expresó que el señor Mendoza Vidaurre fue detenido el dieciocho de diciembre, con posterioridad al receso del juicio penal seguido contra Gregorio Jiménez; que la detención se ordenó como medida preventiva, por cuanto Mendoza se encontraba en actitud sospechosa, junto con otros extranjeros; y que se dispuso remitirlo a la Dirección de Migración, pues durante la investigación se logró comprobar que está muy vinculado con el Frente Sandinista de Liberación Nacional y ha recibido entrenamiento en Managua.

A su vez, el licenciado Daniel León Núñez, Director General de Migración y Extranjería, informó en los  siguientes términos: Que mediante resolución N° 2333-85 del 20 de diciembre en curso, la Dirección a su cargo canceló el permiso temporal de estudiante concedido al señor Mendoza Vidaurre, quien ha ingresado varias veces al país con visa de turista, para luego dirigirse a Managua por Peñas Blancas, lo que demuestra que su intención no es la de permanecer como estudiante; que se determinó que está identificado con los movimientos revolucionarios de Centro América, y que los constantes viajes que realiza a Managua lo son para participar en actividades de solidaridad con ese movimientos, que la Dirección de Inteligencia y Seguridad recomendó la cancelación inmediata del permiso temporal N° 85- 0858, con vencimiento al 31 de diciembre de este año, lo mismo que la expulsión de Mendoza y ordenar impedimento de entrada a todos los puestos fronterizos; que la Dirección General de Migración y Extranjería considera que cualquier actividad que realice el señor Mendoza puede poner en peligro nuestro sistema democrático y tiene el criterio de que es persona nociva para la tranquilidad del país, por lo que es necesaria su detención para expulsarlo; y que, además, se le decomisaron fotografías que demuestran su participación en actividades de la Milicia Sandinista.

El señor Director, licenciado León Núñez, envió con su informe los siguientes anexos: a) Fotocopia de una nota fechada el 19 de diciembre en curso, en que la Dirección General de Inteligencia y Seguridad, luego ded hacer una reseña del movimiento migratorio del señor Mendoza, de sus viajes a Managua, de la visas de turista y los permisos temporales de residencia que se les han concedido, recomienda la cancelación del último permiso, por las razones que allí se indican; en esa nota se menciona a Mendoza como natural de Bolivia; b) Un oficio de fecha 24 de diciembre, en que se informa que en el Consejo Nacional de Migración no existe documentación alguna a nombre del Mendoza, boliviano; c) Un sobre con cuatro fotografías; y ch) Copia en papel sellado de la resolución N° 2333-85, por cuyo medio la Dirección General de Migración dispuso cancelar el permiso temporal de estudiante N° 85-0858, extendido a favor de Mendoza el 7 de mayo de este año.

Discutido el asunto, se resolvió: Declarar con lugar el recurso, cancelar la orden de expulsión y detención, y ordenar que se ponga en libertad al detenido René Mendoza Vicaurre o Vidaurre, si otros motivos no lo impidieren.

Así se pronunciaron los Magistrados Odio, Coto, Vallejo, Chacón, Arias, Saborío y el Suplente licenciado Chamberlain Trejos, de conformidad con los artículos 37 y 48 párrafo primero de la Constitución Política y 10 de la Ley de Hábeas Corpus, y con fundamento en las siguientes razones:

I.- El señor René Mendoza Vidaurre está en Costa Rica al amparo de un permiso temporal de residencia como estudiante, que le otorga derecho para permanecer en el territorio nacional, mientras ese permiso no expire o no sea cancelado en debida forma. El Reglamento General de Visas, N° 12.093 de 4 de agosto de 1981, dispone, en el artículo 21, que "Esta calidad migratoria (la de estudiante) podrá ser cancelada por el Consejo Nacional de Migración cuando, mediante información que levantará la Dirección General con audiencia del interesado, aquel considere que el extranjero ha demostrado con su conducta falta de propósito o de interés en terminar sus estudios o de obtener su título profesional o académico".

II.- El permiso concedido a Mendoza fue cancelado sin el trámite de audiencia que exige aquella norma reglamentaria; de modo que si el artículo 21 fuera aplicable en el presente caso, la falta de esa audiencia bastaría para considerar que es ilegítima la actuación de las autoridades administrativas, y así habría que resolverlo sin otro examen del asunto. Pero la cancelación no se produjo por ningún hecho que tenga que ver con el comportamiento de Mendoza como estudiante, sino por causa relacionadas con la seguridad nacional y las actividades de tipo revolucionario que se atribuyen a esa persona. De suerte que la cancelación del permiso de residencia no se apoya en los motivos a que se refiere el artículo 21 del Reglamento, es decir, vinculados a la especial migratoria de Mendoza, sino en una de las causas que atañen a todos los extranjeros, cuando por su conducta son personas inconvenientes para la seguridad pública. Por eso el problema debe examinarse desde otro punto de vista, lo que se hará en los párrafos siguientes.

III.- La Oficina de Migración, hoy Dirección General de Migración y Extranjería, fue creada por Ley N°37 de 7 de junio de 1940, y de esa Ley se deriva el Reglamento de Migración que se dictó por Decreto Ejecutivo N°4 de 26 de abril de 1942. Ese Reglamento fue derogado por el Reglamento General de Visas (N°12.903), pero sólo en cuanto se le oponga o resulte incompatible con su aplicación; de manera que las disposiciones del Reglamento de 1942 que no se encuentran en esos casos, mantienen su vigencia, una de ellas la del artículo 41, cuyo texto dice: "No serán admitidos en el país y, por consiguiente deben ser rechazados por las autoridades de los puertos, aeropuertos y fronteras de la República, los extranjeros que vengan en la condiciones siguientes:

g) Los... que sean personas inconvenientes, nocivas o peligrosas al orden o progreso de la República...".
Esa regla no se ocupa expresamente de la expulsión; pero ya esta Corte ha resuelto que si el extranjero debe ser rechazado por los motivos allí previstos, con la misma razón puede expulsársele si se comprobare que se encuentra en alguna de las situaciones que la citada regla señala, lo que también ocurre al tenor de la antigua Ley de Expulsión de Extranjeros, N°13 de 19 de junio de 1894, pues el artículo 1 inciso 4 de esa Ley dispone que puede ser expulsado del país el extranjero que "por su conducta o antecedentes fuere peligroso para la tranquilidad pública".

IV.- El Reglamento de 1942 no establece el trámite de audiencia para expulsar a los extranjeros, ni tampoco contiene ninguna regla en ese sentido el actual Reglamento de Visas, N°12.093, salvo tratándose de los estudiantes y de los Turistas, según los dispuesto en los artículos 21 y 22. Pero ese trámite debe cumplirse en la generalidad de los casos, no tanto por simple aplicación analógica de los artículos 21 y 22, sino más bien porque responde a un principio de rengo superior que dimana de los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, que en su conjunto integran la llamada garantía del "debido proceso", la cual tiene justa aplicación en estos casos, particularmente por tratarse de problemas que atañen a la libertad de las personas. Nótese, además, que la Ley General de la Administración Pública, en los artículos 214, 217, 220, establece reglas dirigidas a garantizar los derechos de audiencia y de defensa, y que la Ley de Expulsión de Extranjeros de 1894 también contempla esa formalidad sustancial, pues el artículo 3, párrafo quinto, al referirse al "extranjero peligros", dispone que el expediente administrativo se instruirá "con audiencia del interesado".

V.- En situaciones calificadas por su notoria y especial gravedad, que comprometen la paz de la República, o en que la permanencia del extranjero pone en peligro inminente la seguridad del país o de sus instituciones, sí podría admitirse, de un modo excepcional, que no es necesario cumplir el requisito de audiencia previa, pues se configura un estado de necesidad en que esa garantía individual tiene que ceder ante razones de orden público que obligan a actuar de inmediato, sin el procedimiento que sí debe aplicarse cuando no está de por medio aquellas graves circunstancias. Pero el caso del señor Mendoza Vidaurre no tiene esas características, por lo que, habiéndose omitido el trámite de audiencia, tanto la orden de expulsión como la detención resultan ilegítimas, todo lo cual da mérito para declarar con lugar el recurso interpuesto.

Los Magistrados Arroyo, Cervantes, Cob, Ching, Carvajal y Ramírez votaron por denegar el hábeas corpus, pues consideran que sí existió motivo suficiente para cancelar el permiso temporal de residencia y, por lo tanto, para expulsar al señor Mendoza y detenerlo con esos fines, sin necesidad de seguir ningún procedimiento en este caso.  

